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1. LA COMPETENCIA FISCAL PERJUDICIAL 
En líneas generales, la competencia fiscal interestatal puede identificarse con 
aquel fenómeno consistente en el establecimiento generalizado por los Estados 
de una tributación atractiva que favorezca la ubicación de la riqueza en sus res-
pectivos territorios. Se trata, pues, de la utilización de los sistemas impositivos 
nacionales con la finalidad de captar determinadas inversiones económicas, de 
modo que los Estados acaban compitiendo por configurar una fiscalidad que 
influya decisivamente en la localización de la riqueza dentro de sus correspon-
dientes jurisdicciones. 1 
Pues bien, el auge de esta competencia fiscal interestatal tiene, como causa 
principal, la globalización económica acaecida a finales del pasado siglo. En 
efecto, en un escenario globalizado -caracterizado por la apertura de las eco-
nomías, la internacionalización de las relaciones comerciales y la circulación 
transnacional de bienes, servicios y capitales-, la fiscalidad se ha convertido 
en un factor de suma importancia en la toma de decisiones económicas.2 En 
l. EASSON, A.: <<Tax Competition and Investment Incentives>>, The EC Tax journal, vol. 2, n° 2, 
1996-1997, pp. 63 y SS. 
2. AVI-YONAH, R. S.: «Globalization, Tax Competition and the Fiscal Crisis of the Welfare State», 
Harvard Law Review, vol. 113, n° 7, 2000, pp. 1573 y ss. 
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este contexto, los Estados buscan, a través de sus sistemas tributarios, atraer 
hacia su respectivo territorio el mayor número posible de inversiones, rentas 
y patrimonios para potenciar, de esta manera, su crecimiento económico.3 
Ciertamente, no puede desconocerse el debate surgido en torno al carácter 
beneficioso o perjudicial de la competencia fiscal entre Estados. De un lado, 
se ha defendido su índole positiva, esgrimiéndose que la competencia fiscal 
conlleva, en primer lugar, una menor presión fiscal generalizada para el ciuda-
dano, al verse los Estados indirectamente obligados a establecer niveles impo-
sitivos ajustados para que la riqueza no se termine trasladando a otras juris-
dicciones de menor tributación; en segundo lugar, un crecimiento de la 
actividad económica, puesto que esa menor presión fiscal que, de forma global, 
se deriva del proceso competitivo no hace sino fomentar la invet·sión y, por 
tanto, la generación de riqueza; y, en tercer lugar, una racionalización del sec-
tor público, en tanto dicha competencia compele tácitamente a los distintos 
Estados a intentar lograr un equilibrio entre su nivel impositivo y su catálogo 
de servicios públicos, eliminándose así el gasto innecesario o ineficiente. 4 
En cambio, de otro lado se advierte la dimensión nociva de la competencia 
fiscal interestatal, arguyéndose, en primer término, que sólo comporta una menor 
presión fiscal para ciertos tipos de renta, ya que los Estados, al pretender captar 
únicamente aquellas inversiones o rentas de naturaleza móvil o transferible, aca-
ban reduciendo en exclusiva, a través de beneficios tributarios, la carga imposi-
tiva soportada por éstas últimas;5 y, en segundo término, que tampoco esta com-
petencia lleva aparejada una optimización del sector público, debido a que la 
reducción de la tributación prevista por los ordenamientos estatales para tales 
bases intrínsecamente transferibles no implica, como contrapartida, un gasto 
público más eficiente, al compensarse con un endeudamiento superior y una 
mayor tributación de otras manifestaciones de riqueza de menor movilidad -tales 
como las rentas del trabajo o inmobiliarias-. 6 
3. Para EASSON, la radicación de actividades económicas y capital en un determinado Estado 
supone para éste, en definitiva, nuevos recursos con los que financiar y mejorar su sistema de 
prestaciones y servicios públicos (EAsSON, A.: Taxation of Foreign Direct Investment. An Introduction, 
Kluwer Law International, The Hague-London-New York, 1999, pp. 9 y ss.). 
4. TIEBOUT, C. M.: <<APure Theory of Local Expenditures>>, The journal of Politícal Economy, 
vol. LXIY, n° 5, 1956, pp. 416-424; BRENNAN, G. y BUCHANAN, J. M.: The Power to Tax. Analytical 
foundations of a fiscal constitution, Cambridge University Press, Cambridge-London-New York-New 
Rochelle-Melbourne, Sydney, 1980, pp. 13-33; SINN, S.: <<The Taming of Leviathan: Competition Among 
Governments»; Constitutional Política/ Economy, vol. 3, n° 2, 1992, pp. 177-196. 
5. PINTO, C.: Tax Competition and BU Law, Kluwer Law International, The Hague-London-
New York, 2003, pp. 4-6; SCHÓN, W.: <<Tax Competition in Europe- General Report», AA.VV.: Tax 
Competítion in Europe, International Bureau of Fiscal Documentation, Amsterdam, 2003, p. 7; 
CAAMAÑO ANIDO, M. A. y CALDERÓN CARRERO, J. M.: <<Globallzación Económica y Poder Tributario: 
lHacia un nuevo Derecho Tributario?», Civitas Revista Española de Derecho Financiero, n° 114, 
2002, pp. 248-251. 
6. MUSGRAVE, P. B. y MUSGRAVE, R. A.: «Fiscal Coordination and Competition in an International 
Setting», AA.VV.: Influence of Tax Dífferentials on International Competítiveness, Kluwer Law and 
Taxation Publishers, Deventer- Boston, 1990, pp. 67-70. 
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A nuestro juicio, el fenómeno de la competencia fiscal interestatal ha adquirido, 
en la práctica, un perfil ciertamente nocivo, al traducirse en una proliferación de 
regímenes tributarios privilegiados o preferenciales que, en primer lugar, tienen 
como objetivo capital la deslocalización de riqueza; en segundo lugar, benefician tan 
sólo a determinadas clases de rentas -no derivadas, en muchos casos, de una acti-
vidad económica real y sustantiva-; en tercer lugar, carecen de justificación distin-
ta de la simple captación de inversiones económicas; y, finalmente, adolecen en 
ocasiones de la debida transparencia, no garantizándose un efectivo intercambio de 
información tributaria relativa tanto a su aplicación como a sus beneficiarios. 7 
Indudablemente, esta competencia fiscal, tal como se ha venido desarrollado 
en la actualidad, despliega una serie de efectos de alcance pernicioso para el 
conjunto de las economías de todos los Estados implicados: primero, un repar-
to desequilibrado de la carga tributaria, como consecuencia de la reducción de 
la imposición sobre determinadas manifestaciones de riqueza -mediante la crea-
ción, principalmente, de regímenes fiscales privilegiados para las bases imponi-
bles móviles- y el correlativo aumento de la presión fiscal soportada por el 
resto;8 segundo, un menoscabo de los principios de justicia tributaria, ya que se 
acaba teniendo en cuenta, a la hora de fijar el gravamen de las distintas mani-
festaciones de riqueza, más que la capacidad económica de los sujetos llamados 
a contribuir, su incidencia en la captación de inversiones económicas;9 tercero, 
la falta de neutralidad fiscal, puesto que la propagación de ventajas tributarias o 
beneficios fiscales en que ha desembocado el proceso competitivo supone atribuir 
al elemento tributario un rol fundamental en la toma de decisiones económicas;10 
cuarto, una ineficiente asignación de los recursos económicos, porque éstos aca-
ban situándose, no ya donde más producen, sino donde menos tributan;H y, 
quinto, una reducción generalizada de la recaudación tributaria y, por ende, una 
degradación fiscal y una erosión global de las economías nacionales, fruto de la 
denominada «race to the bottom>>. 12 
7. MARTÍN LÓPEZ, J.: Competencia fiscal perjudicial y ayudas de Estado en la Unión Europea, 
Tirant Lo Blanch, Valencia, 2006, especialmente pp. 44 y ss.; l.AMPREAVE MÁRQUEZ, P.: La competencia 
fiscal desleal en los Estados miembros de la Unión Europea, Aranzadi, Navarra, 2010, pp. 52-54; 
CARRAsco PARRILlA, P. J.: «La cláusula de intercambio de información como condicionante de la cali-
ficación de los paraísos fiscales>>, AA.VV.: Intercambio internacional de información tributaria: 
avances y proyección futura, Aranzadi, Navarra, 2011, p. 362. 
8. Así se concluye en el informe sobre la competencia fiscal perniciosa publicado en 1998 por 
la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, bajo el título Harmful Tax Compe-
tition. An Emerging Global Issue, OCDE, París, 1998, especialmente p. 14, par. 23. 
9. CAAMAÑO ANIDO, M. A. y CALDERÓN CARRERO,]. M.: <<Globalización Económica ... », op. cit., p. 
251; GALLO, F.: <<Sviluppo, occupazione e competivita», Rassegna Tributaria, n° 4, 1999, pp. 967-972; 
LUPI, R.: <<L'Amministrazione finanziaria alla prova della globalizzazione», Rassegna Tributaria, n° 4, 
1999, pp. 1128 y 1129. 
10. MUSGRAVE, P. B.: Tax Policy in the Global Economy, Edward Elgar Publishing Limited, 
Cheltenham-Northampton, 2002, p. 5. 
11. Ibid., p. 5. 
12. ÜWENS, J.: <<Taxation within a Context of Economic Globalization», Bulletinfor International 
Fiscal Documentation, vol. 52, n° 7, 1998, p. 292; LODIN, S.-0.: <<What Ought To Be Taxed and What 
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En suma, con la locución «competencia fiscal perjudicial>> se está haciendo 
referencia a la pugna existente entre los Estados por la captación de riqueza 
mediante una utilización teleológica, espuria e inadecuada de sus sistemas tri-
butarios, que se plasma en el establecimiento de regímenes fiscales preferencia-
les e injustificados diseñados para influir, de manera determinante, en la locali-
zación de las inversiones económicas en el interior de sus correspondientes 
fronteras.l3 Pues bien, ante esta situación, tanto la Unión Europea como la Orga-
nización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (en adelante, OCDE) 
han desplegado sendos proyectos o estrategias con el fin de neutralizar -o, 
cuando menos, mitigar- este pernicioso fenómeno. 
2. EL PROYECTO DE LA OCDE EN MATERIA DE COMPETENCIA 
FISCAL PERJUDICIAL: EN ESPECIAL, LA LUCHA CONTRA LOS 
PARAÍSOS FISCALES A TRAVÉS DEL INTERCAMBIO DE 
INFORMACIÓN 
La acción de la OCDE relativa a la competencia fiscal nace, en puridad, de 
la concienciación por los Estados pertenecientes a esta organización, a finales 
del pasado siglo, de la necesidad de emprender una acción multilateral contra 
los nocivos efectos que de aquélla se derivan. 14 Así, ante la insuficiencia de las 
respuestas unilaterales frene a un problema global como el de la competencia 
fiscal perjudicial, se convino en diseñar una estrategia coordinada al objeto de 
proteger los sistemas impositivos y económicos nacionales de las amenazas que 
la misma supone para éstos últimos. 15 
Pues bien, los primeros avances de este proyecto contra la competencia fiscal 
perjudicial se plasmaron en un informe elaborado en el seno del Comité de 
Asuntos Fiscales y finalmente aprobado, bajo la forma de recomendación, por el 
Consejo de la OCDE el 9 de abril de 1998.16 Así, pese a no ser vinculante jurí-
dicamente, su adopción constituyó un auténtico compromiso político encami-
nado tanto a identificar las principales medidas y prácticas fiscales de carácter 
Can Be Taxed: A New Intemational Dilemma», Bulletín for International Fiscal Documentatíon, vol. 
54, n° 5, 2000, pp. 213 y 214; MCLURE, C. E.: "Globalization, Tax Rules and National Sovereignty", 
Bulletin for International Fiscal Documentatíon, vol. 55, n° 8, 2001, p. 329. 
13. MARTÍN LÓPEZ, J.: Competencia fiscal ... , op. cit., p. 47. 
14. Ello se plasmó en el comunicado realizado, en mayo de 1996, por los ministros de los 
Estados integrantes de la OCDE, en el que literalmente se exhortaba a esta organización a «develop 
measures to counter the distorting effects of harmful tax competition on investment and financing 
decisions and the consequences for national tax baseS>>. Véase, a este respecto, OWENS, J.: <<Curbing 
Harmful Tax Competition- Recommendations by the Committee on Fiscal Affairs», Intertax, vol. 26, 
n° 8-9, 1998, p. 230. 
15. CAAMAÑO ANIDO, M. A. y CALDERÓN CARRERO, J. M.: <<Globalización Económica ... », op. cit., 
p. 283. 
16. Harmful Tax Competition. An Emerging Global Issue, OCDE, París, 1998. Ténganse en 
cuenta, en este sentido, las abstenciones de Luxemburgo y Suiza. 
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pernicioso, como a establecer recomendaciones y directrices para su supresión 
o contención. 17 
El informe de 1998 explícitamente reconoce que la acción de la OCDE con-
tra la competencia fiscal perjudicial no pretende la uniformidad de los sistemas 
tributarios nacionales, ya que ello significaría un ataque frontal e ilegítimo a la 
soberanía fiscal de los Estados; de esta forma, se reafirma la libertad de cada 
Estado para configurar su propia estructura impositiva, si bien se advierte la 
conveniencia de controlar aquellos ejercicios sesgados del poder tributario que, 
desatendiendo los estándares internacionalmente aceptados, sean susceptibles 
de llevar aparejadas graves repercusiones para las economías nacionales. Por 
tanto, de lo que se trata es, más bien, de acabar con aquellas prácticas fiscales 
que, estando diseñadas exclusivamente para captar inversiones, rentas o patri-
monios, erosionan en profundidad las economías de los Estados que sufren la 
deslocalización de su riqueza. 18 
En consecuencia, el informe hace referencia a las dos exponentes princi-
pales de dicha competencia fiscal perniciosa: los paraísos fiscales y los deno-
minados regímenes tributarios preferenciales. Centrándonos en los paraísos 
fiscales, 19 éstos se definen como aquellas jurisdicciones con una tributación 
nula, meramente nominal o ínfima que, restringiendo el acceso a la informa-
ción de índole tributaria por parte de otros Estados, logran atraer hacia su 
territorio inversiones económicas, rentas o patrimonios. Así, el propio informe 
señala cuatro factores de reconocimiento o rasgos distintivos de los paraísos 
fiscales: primero, una tributación nula o nominal generalizada; segundo, la 
ausencia de un efectivo intercambio de información tributaria con otras Admi-
nistraciones; tercero, la falta de transparencia en la aplicación de su sistema 
impositivo; y, cuarto, la inexistencia de una actividad económica real y sustan-
cial en su territorio. 
En definitiva, los paraísos fiscales se identifican con aquellas jurisdicciones 
que, al ofrecer un nivel de tributación inexistente o muy reducido y una opaci-
dad informativa respecto de las operaciones económicas realizadas en el interior 
de sus fronteras, logran captar todo tipo de riqueza, deslocalizándola de su ori-
gen. Constituyen, de hecho, auténticos <<refugios fiscales>> («tax havens>>), expre-
17. AULT, H. J.: <<Tax Competition: What (If Anything) To Do About lt?», AA.VV.: lnternational 
and Comparative Taxatíon. Essays in Honor of Klaus Vogel, Kluwer Law International, The Hague-
London-New York, 2002, p. 5. 
18. WEINER, J. M. y AuLT, H. J.: <<The OECD's Report on Harmful Tax Competition>>, National 
Tax ]ournal, vol. LI, n° 3, 1998, p. 603. 
19. Según el informe de la OCDE de 1998, por régimen fiscal preferencial se entiende aquel 
conjunto de medidas tributarias establecidas por Estados con una presión fiscal estándar que con-
llevan, para ciertos tipos de rentas -con carácter general, las intrínsecamente móviles- una tribu-
tación privilegiada. A juicio de la OCDE, los criterios identificativos de tales regímenes son, en 
primer lugar, una tributación nula o reducida para esas clases de renta; en segundo lugar, la estan-
queidad del régimen fiscal preferencial (<<ring fencing>>); en tercer lugar, la falta de transparencia en 
la aplicación del régimen fiscal preferencial; y, en cuarto lugar, la ausencia de un intercambio efec-
tivo de información relativa a los beneficiarios del régimen fiscal preferencial. 
347 
1 jorge Martín López J ~. ~--~~------------------------------
samente diseñados para atraer hacia su territorio inversiones, rentas o patrimo-
nios, lo que en última instancia constituye el motor principal de su economía.2o 
Finalmente, en el informe de 1998 se contiene un elenco de medidas reco-
mendadas por la OCDE para contrarrestar la competencia fiscal perniciosa ejer-
cida por los paraísos fiscales, clasificándolas en tres categorías, en función de su 
ámbito estrictamente nacional, bilateral o multilateral. Así, en primer lugar, se 
insta a los Estados a prever, en sus respectivas legislaciones internas, la inapli-
cación de exenciones o beneficios fiscales para las rentas procedentes de paraí-
sos fiscales, así como normas sobre transparencia fiscal internacional y precios 
de transferencia, entre otras disposiciones. En segundo lugar, en la esfera de los 
Convenios para evitar la doble imposición internacional, se recomienda tanto 
excluir la aplicación de los beneficios contemplados en los mismos a rentas 
procedentes indirectamente de paraísos fiscales, como incluir en ellos cláusulas 
de intercambio de información tributaria y reforzar la asistencia mutua en mate-
ria recaudatoria. Por último, desde una óptica multilateral, se acordó la creación 
de un grupo de trabajo en el seno del Comité de Asuntos Fiscales de la OCDE, 
denominado <<Forum on Harmful Tax Practices>>, al que se encomendó, entre 
otras cuestiones, la elaboración de una lista de los territorios o jurisdicciones 
que, a la luz de los criterios expresados en el informe de la OCDE, pudieran ser 
calificados como paraísos fiscales. 21 
Pues bien, la lista de paraísos fiscales se incluyó en el ulterior informe apro-
bado por el Consejo de la OCDE el 16 de junio de 2000, fruto del trabajo lle-
vado a cabo por el citado foro sobre competencia fiscal perniciosa. 22 En efecto, 
tras la realización de diversos estudios y evaluaciones, se concluyó que un total 
de cuarenta y una jurisdicciones reunían las características expresadas en el 
informe previo de 1998 para ser catalogadas como paraísos fiscales. No obstan-
te, seis de ellas -Bermudas, Chipre, Islas Caimán, Malta, Mauricio y San Mari-
no- fueron excluidas de esta relación originaria al asumir públicamente, con 
anterioridad a la aprobación del informe de 2000, un auténtico compromiso 
político de cooperación. 
De este modo, únicamente se calificaron como paraíso fiscal las treinta y 
cinco jurisdicciones siguientes:Andorra, Anguila (territorio de Ultramar del Reino 
Unido), Antigua y Barbuda, Antillas holandesas, Aruba (Reino de Holanda), Baba-
mas, Bahrein, Barbados, Belice, Dominica, Gibraltar (Territorio de Ultramar del 
Reino Unido), Granada, Guernsey, Sark y Alderney (dependientes de la Corona 
británica), Islas Cook (Nueva Zelanda), Isla de Man (dependiente de la Corona 
británica), Islas Marshall, Islas Turku y Caicos (territorio de Ultramar del Reino 
Unido), Islas vírgenes británicas (territorio de Ultramar del Reino Unido), Jersey 
20. MALHERBE, J.: <<Competencia fiscal perjudicial y paraísos fiscales>>, Quincena Fiscal, n° 5, 
2001, p. 12. 
21. WEINER, J. M. y AULT, H. J.: <<The OECD's Report ... », op. cit., pp. 606 y 607. 
22. Towards Global Tax Co-operation - Progress in Identifying and Eliminating Harmful Tax 
Practices, OCDE, París, 2000. Reténgase que también este informe fue adoptado con las abstencio-
nes de Luxemburgo y Suiza. 
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(dependiente de la Corona británica), Liberia, Liechtenstein, Maldivas, Mónaco, 
Montserrat (territorio de ultramar del Reino Unido), Nauru, Niue (Nueva Zelan-
da), Panamá, Samoa, San Christopher y Nevis, San Vicente y Granadinas, Santa 
Lucía, Seychelles, Tonga y Vanuatu. 
Ahora bien, no puede desconocerse que, poco después, el proyecto de la 
OCDE contra la competencia fiscal perjudicial experimentó una importante 
reorientación, tal como se recoge en el informe de progreso adoptado por el 
Comité de Asuntos Fiscales en junio de 2001.23 Ciertamente, se produce un giro 
trascendental en materia de paraísos fiscales, al establecerse en adelante, como 
únicos factores determinantes de tal condición, además de una imposición nula 
o puramente nominal, la falta de transparencia y, sobre todo, la ausencia de un 
efectivo intercambio de información tributaria. De esta forma, se concluyó que 
los territorios incluidos inicialmente en la «lista negra>> de paraísos fiscales ela-
borada por la OCDE dejarían de figurar en la misma previo compromiso público 
de garantizar, tanto la transparencia de sus sistemas impositivos, como el acceso 
e intercambio de información en materia tributaria; y, como correlato lógico, 
estas «jurisdicciones cooperativas>> estarían excluidas también del ámbito de apli-
cación de las medidas defensivas recomendadas en el informe de 1998.24 
Por consiguiente, acaece una auténtica reordenación de la estrategia de la 
OCDE contra los paraísos fiscales. 25 Así, se aparca el propósito primigenio de 
acabar plenamente con la fiscalidad perniciosa establecida por estos territorios, 
fijándose desde este momento, como objetivo prioritario, la consecución de una 
adecuada transparencia y de un suministro efectivo de información tributaria por 
parte de tales jurisdicciones. Expresado en otros términos, ya no se trata tanto 
de compeler a estas jurisdicciones para que instauren unos niveles de imposición 
que respondan a los estándares internacionales, cuanto de garantizar que los 
restantes Estados puedan conocer las rentas o patrimonios localizados en dichos 
territorios, al objeto último de luchar contra el fraude fiscal, el blanqueo de 
capitales e, incluso, la financiación del terrorismo. 
23. The OECD's Project on Harmful Tax Practices: The 2001 Progress Report, OCDE, París, 2001. 
En esta ocasión, a las abstenciones de Suiza y Luxemburgo se sumaron las de Bélgica y Portugal. 
Véase, a este respecto, PINTO, C.: <<The OECD 2011 Progress Report on Harmful Tax Competition>>, 
European Taxation, vol. 42, n° 1, 2000, p. 42. 
24. MALDONADO GARCÍA-VERDUGO, A.: <<Nueva posición de la OCDE en materia de paraísos fisca-
les», Documento n° 112002, Instituto de Estudios Fiscales, p. 9. 
25. Esta reorientación del proyecto de la OCDE contra la competencia fiscal perjudicial emanó, 
básicamente, de uno de los países con mayor peso en el seno de dicha organización internacional: 
Estados Unidos. Así, la posición oficial de la Administración estadounidense a este respecto fue 
claramente expresada por el entonces Secretario del Tesoro, P. O'NEILL, quien, en un comunicado 
de prensa fechado el 10 de mayo de 2001, condicionaba la futura colaboración de Estados Unidos 
en los trabajos de la OCDE sobre competencia fiscal perjudicial a una modificación de la política 
seguida hasta entonces en relación con los paraísos fiscales, de tal modo que a estas jurisdicciones 
únicamente se requiriese, para soslayar tal calificación, la transparencia de sus sistemas tributarios 
y el acceso y suministro de información fiscal (US Treasury Department: <<Treasury Secretary O'Neill 
Statement on OECD Tax Havens», Press Release, 10 de mayo de 2001). 
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Con esta finalidad se creó un nuevo grupo de trabajo en el seno de la OCDE 
(«Global Forum Working Group on Effective Exchange of Information>>), enco-
mendándosele la elaboración de un modelo que sirviese como guía para la sus-
cripción de los correspondientes acuerdos de intercambio de información tribu-
taria entre las jurisdicciones catalogadas como paraísos fiscales y los demás 
Estados.26 Así, en abril de 2002 se publicó el denominado <<Modelo de Acuerdo 
de la OCDE sobre intercambio de información en materia tributaria>>,27 a cuyo 
través se pretende conjugar la instrumentación de un amplio y efectivo suminis-
tro de información tributaria entre las correspondientes partes contratantes con 
la salvaguardia de los derechos de los contribuyentes. 28 
En síntesis, este modelo de acuerdo constituye la referencia básica para la 
conclusión de acuerdos, tanto bilaterales como multilaterales, entre los Estados 
de la OCDE y los <<paraísos fiscales cooperativos>>, conteniendo los mínimos de 
transparencia y acceso a la información tributaria que necesariamente han de 
observar éstos últimos. Por tanto, su fundamento estriba, en última instancia, en 
el fomento de la cooperación internacional en el ámbito tributario, mediante el 
establecimiento de un adecuado intercambio de información. 29 
Pues bien, este modelo de acuerdo explicita, en primer lugar, su objeto y 
ámbito de aplicación: de un lado, el intercambio se proyecta sobre cualquier 
información que previsiblemente pueda resultar de interés para la correcta 
aplicación del Derecho interno de los Estados contratantes -es decir, tanto 
para la liquidación y recaudación de los tributos, como para la investigación y 
enjuiciamiento de asuntos tributarios-; de otro lado, el suministro de infor-
mación abarca todos aquellos tributos que acuerden los Estados contratantes 
y comprende los impuestos directos sobre la renta o beneficios, sobre el patri-
monio y sobre sucesiones y donaciones, cabiendo también su extensión a los 
impuestos indirectos. 
En segundo lugar, el modelo delimita el régimen jurídico relativo a la utili-
zación de la información objeto de intercambio, exigiéndose, a grandes rasgos, 
el tratamiento confidencial de la información suministrada, su empleo exclusivo 
por parte de los órganos administrativos o judiciales a los que competa la apli-
cación de los tributos, la persecución de las infracciones tributarias o la resolu-
ción de los recursos tributarios, así como la imposibilidad de destinar dicha 
información a otros fines distintos de los expresamente previstos en el acuerdo. 
26. Dicho grupo de trabajo específico estaba compuesto por representantes de varios Estados 
de la OCDE -Australia, Canadá, Eslovaquia, Estados Unidos, Francia, Holanda, Irlanda, Italia, Japón, 
Noruega y Reino Unido-, así como por delegados de países y jurisdicciones no integrantes de esta 
organización internacional -Aruba, Bermudas, Bahrein, Chipre, Islas Caimán, Isla de Man, Malta, 
Mauricio, Antillas holandesas y San Marino-. 
27. Agreement on Exchange of Information on Tax Matters, OCDE, París, 2002. 
28. VEGH, P. G.: <<Towards a Better Exchange of Information>>, European Taxation, vol. 42, n° 
9, 2002, pp. 394 y SS. 
29. MERINO ESPINOSA, M. del P. y NOCETE CORREA, F. J.: <<El intercambio de información tributa-
ria en el Derecho internacional, europeo y español», Documento n° 6!2011, Instituto de Estudios 
Fiscales, p. 14. 
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Todo ello al objeto de proteger, en última instancia, los intereses legítimos de 
los contribuyentes.3° 
En tercer lugar, se enumeran en el modelo de acuerdo ciertos límites al 
intercambio de información tributaria, entre los que cabe destacar la contraven-
ción de la normativa interna del Estado requerido, la protección del secreto 
industrial o profesional -si bien la información contable y financiera no parece 
incluirse en el ámbito de aplicación de esta excepción-, el orden público del 
Estado requerido o la prohibición de discriminación contra algún nacional de 
éste último. Asimismo, se prevé expresamente la inoperatividad, como límite al 
intercambio de información tributaria, del secreto bancario o del principio de 
interés doméstico -es decir, de la inexistencia de interés alguno por parte del 
Estado requerido en el suministro de la información-Y 
Por último, tras condicionarse el intercambio de información tributaria al reque-
rimiento previo por parte del Estado interesado, se establecen determinadas cláu-
sulas dirigidas a la consecución de la efectividad de dicho intercambio, tales como 
la necesidad de que el Estado requerido adopte cuantas medidas sean necesarias 
para recabar y facilitar la información solicitada, la posibilidad de que el Estado 
requirente realice inspecciones en el territorio del otro Estado contratante o la 
exigencia de celeridad en el suministro de la correspondiente información. 
Así, la acción de la OCDE contra la competencia fiscal perjudicial tras la ela-
boración del modelo de acuerdo de 2002 se focalizó en la potenciación del inter-
cambio internacional de información tributaria, haciendo especial hincapié en su 
implementación por parte de los <<paraísos fiscales cooperativos>>. En este sentido, 
se definieron, en el seno de un nuevo <<Foro Global sobre Transparencia e Inter-
cambio de Información», los estándares internacionales a alcanzar en materia de 
intercambio de información tributaria, es decir, las condiciones mínimas de trans-
parencia que deben cumplir los distintos Estados para la consecución de un 
<<terreno de juego equilibrado» en el ámbito impositivo (<<leve! playing field»).32 
Pues bien, este marco común sobre intercambio de información, necesario 
según la OCDE para el logro del pretendido <fair play» en la esfera tributaria, 
pivota sobre tres ejes básicos: primero, la generalización del suministro de infor-
mación tributaria a solicitud de cualquier Estado, sin que a ello quepa oponer 
la normativa interna sobre el secreto bancario o la inexistencia de interés alguno 
en facilitarla por parte del Estado requerido; segundo, la previsión de un inter-
cambio que comprenda toda aquella información de relevancia para la correcta 
aplicación del sistema tributario del Estado requirente -incluida la bancaria, 
societaria o contable-; y, tercero, la confidencialidad de la información suminis-
30. VALLEJO CHAMORRO, J. M.: <<La competencia fiscal perniciosa en el seno de la OCDE y de la 
Unión Europea••, Nuevas tendencias en economía y fiscalldad internacional, n° 825, p. 154. 
31. Como afirma CALDERÓN CARRERO, el modelo de acuerdo de la OCDE asume prácticamente los 
mismos límites al intercambio de información tributaria recogidos en el Modelo de Convenio de la OCDE 
para evitar la doble imposición (CALDERÓN CARRERO, J. M.: «Intercambio de información y asistencia 
mutua••, AA.VV.: Convenios fiscales internacionales y fiscalidad de la Unión Europea, 2009, p. 670). 
32. VALLEJO CHAMORRO, J. M.: «La competencia fiscal perniciosa ... », op. cit., pp. 154 y 155. 
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trada, con la finalidad de salvaguardar los derechos e intereses de los contribu-
yentes afectados.33 
En consecuencia, desde la OCDE se instó a los denominados <<paraísos fisca-
les cooperativos>> -y, en general, a cualesquiera jurisdicciones- a la observancia 
de estos estándares internacionales sobre inte1·cambio de información tributaria, 
exigiéndose tanto la realización de las pertinentes reformas de sus normativas 
internas, como la firma, bien de acuerdos sobre la base del modelo de 2002, 
bien de convenios para evitar la doble imposición internacional con cláusula de 
intercambio de información. Reténgase, a este respecto, que la construcción de 
dicho «leve! playing field>> en la parcela tributaria ha sido -y continúa siendo-
objeto de supervisión por parte de la OCDE, recogiéndose el estado de la cues-
tión en los distintos informes de progreso aprobados al efecto. 
De esta manera, la OCDE ha efectuado una clasificación tripartita de las dis-
tintas jurisdicciones, distribuyéndolas en tres grupos diferentes en función del 
grado de ejecución de los estándares internacionalmente acordados en materia 
de intercambio de información tributaria. Así, en la denominada <<lista blanca>> se 
relacionan aquéllas que han implementado sustancialmente dichos estándares 
internacionales, estando incluida en ella la práctica totalidad de las mismas. Por 
su parte, la <<lista gris>> recoge las jurisdicciones que, habiéndose comprometido 
a la adopción de tales estándares, todavía no han acometido su puesta en prác-
tica; en esta segunda lista se hallan en la actualidad Nauru y Niue -catalogadas 
como paraísos fiscales por la OCDE en su informe de 2000-, así como también 
Guatemala. Finalmente, la acuñada <<lista negra>>, en la que se encuadraban las 
jurisdicciones que ni tan siquiera habían asumido su compromiso de cooperación, 
se encuentra absolutamente vacía en el presente.34 
En conclusión, el proyecto de la OCDE contra la competencia fiscal perjudi-
cial se ha centrado, actualmente, en lograr unos mínimos en materia de trans-
parencia e intercambio de información por parte de aquellas jurisdicciones con-
sideradas como paraísos fiscales que habilite, en la práctica, un «campo de juego 
tributariO>> -permítase la expresión- equilibrado, justo y leal. En resumidas 
cuentas, se pretende la creación de un escenario en el que los Estados puedan 
acceder a cualquier información tributaria relativa a las rentas o patrimonios 
33. En relación con el secreto bancario, resulta incontestable que las distintas legislaciones 
nacionales que lo contemplan constituyen un serlo obstáculo para la consecución de un efectivo 
intercambio de información tributarla y, por tanto, para el establecimiento del acuñado «leve! playing 
field>> en el ámbito fiscal. Por ello, ante la grave crisis económica actual, tanto la OCDE como el 
G-20 presionaron a las jurisdicciones con secreto bancario para su compatibilización con el inter-
cambio de información tributarla. Recuérdese en este sentido que, en el acuerdo adoptado en abril 
de 2009 por el G-20, se convino en «tomar medidas contra las jurisdicciones no cooperativas, inclui-
dos los paraísos fiscales. Estamos dispuestos a desplegar sanciones para proteger nuestras finanzas 
públicas y nuestros sistemas financieros. La época del secreto bancario ha terminado». Ante ello, la 
gran mayoría de las jurisdicciones con secreto bancario se han comprometido a garantizar su ino-
peratividad como límite al intercambio de información tributaria. En torno a este particular, véase 
CALVO ORTEGA, R.: <<La hora de los paraísos fiscales», Nueva fiscalidad, n° 2, 2009, pp. 9-23. 
34. OECD Progress report: a progress report on the jurisdictions surveyed by the OECD global forum 
in implementing the internationally agreed tax standard (Progress made as at 15 December, 2011). 
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localizados en tales territorios. Y ello con una clara finalidad: la lucha contra el 
fraude y la evasión fiscal. 
3. UNIÓN EUROPEA Y COMPETENCIA FISCAL PERJUDICIAL 
En el específico ámbito comunitario, la competencia fiscal entre los distintos 
Estados miembros de la Unión Europea -traducida, básicamente, en la pugna 
por la captación de inversiones económicas a través de sus respectivos sistemas 
tributarios- se erige en una seria amenaza para el mercado interior y la libre 
competencia. 35 
Ciertamente, en tanto dicho proceso competitivo se materializa en una pro-
liferación de regímenes tributarios privilegiados para las rentas derivadas de cier-
tas actividades económicas, se acaba potenciando sobremanera la relevancia del 
factor fiscal en la localización de la riqueza y de los factores de producción. De 
este modo, al alterarse las corrientes normales del tráfico mercantil y los flujos 
regulares de capitales, a causa de una utilización extrafiscal del tributo, se ter-
mina distorsionando el correcto engranaje del mercado interno comunitario.36 
Además, esta clase de competencia fiscal es susceptible de cercenar el principio 
de libre competencia, piedra angular sobre la que se apoya la construcción del 
sistema económico comunitario. En efecto, la exigencia de una competencia no 
falseada en la Unión Europea, expresamente proclamada por el Derecho Comu-
nitario primario, parece quebrarse en aquellos supuestos en que los Estados 
miembros otorguen tratamientos tributarios de favor a determinados tipos de 
empresas, puesto que dichas ayudas fiscales refuerzan sustancialmente su posi-
ción en el mercado frente a la del resto de sus competidores.37 
Pues bien, ante la necesidad de neutralizar en la esfera comunitaria esa com-
petencia fiscal perniciosa, la Comisión Europea optó, a mediados de la década de 
los noventa, por desplegar una estrategia de coordinación fiscal basada priorita-
riamente en instrumentos de <<Sojt law>>, dadas las reticencias de los Estados miem-
bros a ahondar en la armonización de la imposición directa. Asimismo, se ha lle-
vado a cabo una suerte de <<integración negativa>> de las legislaciones tributarias de 
los Estados miembros, mediante una utilización de la normativa comunitaria sobre 
ayudas estatales dirigida a la eliminación de medidas o prácticas de carácter lesivo 
en el ámbito de la fiscalidad de las empresas. Finalmente, la corrección de la com-
petencia fiscal perjudicial se ha anudado, también, a la transparencia de los siste-
mas impositivos de los diferentes Estados miembros y a la consecución de un 
efectivo intercambio de información tributaria a nivel comunitario. 
35. MARTÍN LÓPEZ, J.: Competencia fiscal perjudicial ... , op. cit., pp. 115 y ss. 
36. TERRA, B. y WATTEL, P.: European Tax Law, 3a ed., Kluwer Law International, The Hague, 
London, New York, 2001, pp. 146 y 147. 
37. GARCÍA PRATS, F. A.: <<Incidencia del Derecho comunitario en la configuración jurídica del 
Derecho financiero (11): políticas comunitarias con incidencia sobre el Derecho Financiero>>, Revista 
de Derecho Financiero y Hacienda Pública, n° 260, 2001, pp. 548-550. 
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En este sentido, no cabe ignorar que la problemática de la competencia fiscal 
perjudicial entronca, en el contexto de la Unión Europea, con la ausencia de una 
adecuada armonización comunitaria de la imposición directa -principalmente en 
el específico terreno de la fiscalidad societaria-, debida no sólo a la reiterada 
resistencia de los Estados miembros a renunciar a su soberanía en este campo, 
sino también a la regla de la unanimidad que, en materia tributaria, rige la toma 
de decisiones en el seno del Consejo.38 La Comisión, consciente tanto de la nece-
sidad de eliminar las disposiciones tributarias perniciosas previstas en las legisla-
ciones internas de los Estados miembros, como de las dificultades subyacentes a 
la armonización comunitaria de la fiscalidad directa, se decantó por diseñar un 
plan de coordinación en esta parcela impositiva, impulsando una efectiva coope-
ración política entre los Estados miembros a efectos de lograr la erradicación de 
las principales disfunciones del mercado interior y distorsiones de la libre compe-
tencia ocasionadas por tales medidas fiscales de contenido nocivo.39 
De esta manera, mientras que la <<armonización fiscal>> presupone, stricto sensu, 
la aprobación por el Consejo de normas de naturaleza jurídica vinculante («hard 
law»), acarreando una limitación del poder tributario de los Estados miembros, 
la «coordinación fiscal», al vehicularse a través de actos sin fuerza obligatoria y 
cuya adopción únicamente obliga a los Estados miembros desde una óptica polí-
tica (<<Sojt law»), no lleva aparejado un traspaso formal de sus competencias en 
el ámbito de la imposición directa. Expresado en otros términos, la coordinación 
de los sistemas tributarios de los países de la Unión Europea comporta, a dife-
rencia de la armonización fiscal, que la aproximación de sus legislaciones no se 
efectúe mediante instmmentos de Derecho comunitario derivado de carácter vin-
culante, sino que, por el contrario, sean los propios Estados miembros los que 
se comprometan colectivamente, si bien influenciados por dicho «derecho blando», 
a orientar su fiscalidad en la dirección señalada por el mismo, obteniéndose una 
aproximación de sus regímenes tributarios. En suma, puesto que la «coordinación 
fiscal» entraña que la actividad legislativa en la esfera de la imposición directa, 
aunque propuesta y controlada por la Comisión, se realice por los Estados miem-
bros, la receptividad de éstos ante tales iniciativas comunitarias deviene mayor, 
dado que, pór una parte, no afecta a su soberanía tributaria y, por otra parte, 
cohonesta perfectamente con el principio comunitario de subsidiariedad. 40 
Así, el Código de Conducta sobre la fiscalidad de las empresas, adoptado el 
1 de diciembre de 1997 en virtud de Resolución del Consejo y de los Represen-
38. AUJEAN, M.: <<Los sistemas fiscales en la Unión Europea: competencia o coordinación», 
Hacienda Pública Española, Monografías, n° 1, 1997, p. 74. 
39. ROCHE LAGUNA, l.: La integración europea como límite a la soberanía fiscal de los Estados 
miembros (Armonización de la imposición directa en la Comunidad Europea), Tirant Lo Blanch, 
Valencia, 2000, pp. 33 y 34. 
40. Siguiendo a GARclA PRATS, la coordinación fiscal, a diferencia de la armonización en sentido 
estricto, no exige la adopción de medidas de carácter vinculante para los Estados miembros, bas-
tando la articulación por la Comisión de un <<Soft law» respetuoso, además, con las competencias 
de los Estados miembros en materia de imposición directa (GARCÍA PRATS, F. A.: <<The evolution of 
income taxation under EC requirements», EC Tax Review, n° 3, 2002, p. 143). 
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tantes de los Gobiernos de los Estados miembros reunidos en el seno del Con-
sejo, constituye el exponente capital de esta táctica de «Coordinación fiscal>>. 41 
Se trata, en puridad, de un acto de carácter híbrido y naturaleza jurídica no 
vinculante -escapando cualesquiera incumplimientos de sus disposiciones, por 
consiguiente, al control jurisdiccional del Tribunal de Justicia de la Unión Euro-
pea-, por el cual los Estados miembros se comprometieron políticamente, en 
buena medida, a combatir la competencia fiscal perjudicial.42 Nos encontramos, 
pues, ante un importante producto del «Derecho blando>> comunitario, cuya índo-
le no vinculante no implica, per se, su carencia de efectos jurídicos: a pesar de 
que una potencial ruptura del compromiso adquirido escapa al control jurisdic-
cional, la amenaza del reproche político -y, como podrá comprobarse, también 
de la aplicación de la normativa comunitaria sobre ayudas estatales- en el 
supuesto de incumplimiento de las previsiones del Código de Conducta parece 
haber creado, de jacto, auténticas obligaciones para el conjunto de los Estados 
miembros. 43 
Pues bien, el Código de Conducta perfila, de un lado, el concepto de medi-
da fiscal perniciosa, comprendiendo todas aquellas normas o prácticas que impli-
quen un nivel impositivo efectivo inferior al ordinariamente previsto en el Esta-
do miembro en cuestión e influyan significativamente en la radicación de la 
actividad empresarial en su territorio.44 A fortiori, se enumeran cinco rasgos 
distintivos de la índole lesiva de una medida tributaria: primero, «Si las ventajas 
se otorgan sólo a no residentes, o sólo con respecto a las operaciones realizadas 
con no residenteS>>; segundo, «Si las ventajas están totalmente aisladas de la eco-
nomía nacional, de manera que no afectan a la base fiscal nacional>>; tercero, <<Si 
las ventajas se otorgan aun cuando no exista ninguna actividad económica real 
ni presencia económica sustancial dentro del Estado miembro que ofrezca dichas 
ventajas fiscales>>; cuarto, <<Si las normas para determinar los beneficios derivados 
de las actividades internas de los grupos de empresas multinacionales no se 
ajustan a los principios internacionalmente reconocidos, concretamente a las 
normas acm·dadas por la OCDE>>; y, quinto, <<si las medidas fiscales carecen de 
transparencia y, en particular, si las disposiciones legales se aplican a nivel admi-
nistrativo con menos rigor y sin transparencia>>.45 Adviértase, pues, que la noci-
41. Conclusiones del Consejo ECOFIN de 1 de diciembre de 1997 sobre política fiscal (DOCE 
n° C 2, de 6 de enero de 1998). La resolución por la que se aprueba el Código de Conducta sobre 
fiscalidad de las empresas se encuentra en el Anexo 1 de las citadas conclusiones. 
42. RUIBAL PEREIRA, L.: <<Código de conducta para la fiscalidad de las empresas••, Noticias de la 
Unión Europea, n° 179, 1999, pp. 106 y 107; HENDRICKS, B.: «A view on Tax Harmonization and the 
Code of Conduct», European Taxation, n° 9, 2000, p. 413; PARLY, F.: «The Code of Conduct and the 
Fight against Harmful Tax Competition», European Taxation, n° 9, 2000, p. 407; FLORINDO GIJÓN, 
F.: «El Código de conducta sobre la fiscalidad de las empresas y su relación con el régimen comu-
nitario de las ayudas estatales», Crónica Tributaria, n° 109, 2003, pp. 104 y 105. 
43. BRATTON, W. W. y MCCAHERY, J. A.: «Tax Coordination and Tax Competition in the European 
Union: Evaluating the Code of Conduct on Business Taxatlon», Common Market Law Review, n° 3, 
2001, pp. 704 y 705. 
44. Código de Conducta sobre fiscalidad de las empresas, letra A. 
45. Código de Conducta sobre fiscalidad de las empresas, letra B. 
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vidad de una medida fiscal se anuda al hecho de que ésta conlleve un grado de 
tributación menor del exigido de forma ordinaria en el Estado miembro, por lo 
que los regímenes societarios generales de los países de la Unión Europea -pese 
a que de ellos resulte una imposición acusadamente baja susceptible de atraer 
hacia el interior de sus fronteras inversiones empresariales- en ningún caso se 
verán afectados por el Código de Conducta. 46 
De otro lado, en el Código de Conducta sobre fiscalidad de las empresas se 
plasma también el doble compromiso contraído por los Estados miembros de 
acabar con la competencia fiscal perjudicial en el ámbito comunitario. Así, aque-
llos convinieron, tanto en no implementar nuevas medidas fiscales perniciosas y 
respetar los principios proclamados por el Código a la hora de elaborar sus 
políticas impositivas -cláusula <<Standstíll>> o de mantenimiento del statu qua-, 47 
como en revisar las disposiciones tributarias vigentes en sus respectivos ordena-
mientos jurídicos a la luz de los criterios expuestos en el Código de Conducta, 
modificando o suprimiendo las que, con arreglo al mismo, fueran lesivas -cláu-
sula «rollback>> o de desmantelamiento-.48 
A este último efecto se creó ex novo un grupo de trabajo, compuesto por 
un representante de la Comisión y de cada Estado miembro («Grupo del Códi-
go de Conducta»), al que se le confió la evaluación de todas aquellas medidas 
fiscales susceptibles de subsunción, por su carácter nocivo, en el ámbito de 
aplicación del Código de Conducta. Hasta el momento, dicho grupo ha exami-
nado más de cuatrocientas disposiciones tributarias, habiéndose reputado per-
judiciales en torno a una cuarta parte de las mismas.49 Así, por lo que concier-
ne al Estado español, se concluyó la naturaleza perniciosa, en atención al 
Código de Conducta, tanto del régimen fiscal sobre centros de coordinación 
previsto en las normativas forales navarra y vascas, como del relativo a las socie-
dades de investigación y explotación hidrocarburos, en aquel momento estable-
cido en los artículos 116 a 120 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sociedades.5° 
Asimismo, la adopción del Código de Conducta sobre fiscalidad de las empre-
sas supuso atribuir a la prohibición de ayudas estatales -prevista entonces en 
el artículo 87 del TCE y, actualmente, en el artículo 107 del TFUE- un rol de 
suma importancia en la estrategia comunitaria contra la competencia fiscal per-
judicial. Ciertamente, en el Código también se encomendaba a la Comisión que 
analizara, con arreglo a la normativa comunitaria en materia de ayudas de Esta-
do, aquellas medidas fiscales perniciosas consistentes en la concesión selectiva 
de tratamientos tributarios preferenciales a empresas determinadas, al objeto de 
46. VANISTENDAEL, F.: <<Fiscal support measures and harmful tax competition», EC Tax Review, 
n° 3, 2000, p. 161; BRATTON, W. W. y MCCAHERY, J. A.: <<Tax Coordination ... >>, op. cit., pp. 711 y 712. 
47. Código de Conducta sobre fiscalidad de las empresas, letra C. 
48. Código de Conducta sobre fiscalidad de las empresas, letra D. 
49. Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo y al Comité Económico y 
Social Europeo: Fomento de la Buena Gobernanza en el Ámbito Fiscal, COM (2009) 201 final, p. 7. 
50. RUIBAL PEREIRA, L.: <<Las medidas fiscales españolas a la luz de la competencia fiscal lesiva 
en el marco de la Unión Europea», Noticias de la Unión Europea, n° 214, 2002, pp. 138-140. 
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evitar que los Estados miembros continuasen utilizando sus sistemas impositivos 
para captar actividades económicas e inversiones empresariales.51 
En este orden de ideas, el propio Código de Conducta recogía el compromi-
so de la Comisión de elaborar una serie de directrices clarificadoras de la pm-
yección a la esfera tributaria de la prohibición contemplada en el antiguo artícu-
lo 87 del TCE -hoy, artículo 107 del TFUE-, lo que cristalizó en la publicación 
de la conocida comunicación sobre ayudas de Estado y fiscalidad directa de las 
empresas.52 Comunicación esta que, pese a carecer igualmente de una índole 
vinculante, se ha erigido en una manifestación más de ese <<soft law>> comunita-
rio dirigido a erradicar la competencia fiscal perjudicial en el ámbito de la Unión 
Eumpea. Y ello porque la posibilidad de que la Comisión declare, a través de 
los correspondientes procedimientos de contml de ayudas estatales, la incom-
patibilidad de aquellas disposiciones tributarias de los Estados miembros que no 
cohonesten con dicha comunicación compele a éstos últimos, de hecho, a ave-
nirse a lo previsto en la misma, disuadiéndoles de la adopción de medidas tri-
butarias de carácter pernicioso.53 
Pues bien, de conformidad con lo dispuesto por la comunicación de la Comi-
sión relativa a las ayudas de Estado de naturaleza fiscal, la incompatibilidad de 
una disposición tributaria a la luz de la normativa comunitaria sobre ayudas esta-
tales precisa, en esencia, que ésta confiera un beneficio circunscrito a empresas 
específicas -esto es, selectivo-, financiado mediante fondos públicos y suscep-
tible de distorsionar la competencia e incidir en el comercio intracomunitario.54 
La medida fiscal ha de suponer, pues, una minoración del nivel impositivo 
comúnmente soportado por las empresas destinatarias -es decir, una disminución 
de la carga impositiva prevista con carácter general por el ordenamiento jurídico 
del Estado miembro-, comportando una mejora de su situación financiera.55 En 
51. Código de Conducta sobre fiscalidad de las empresas, letra J. 
52. Comunicación de la Comisión relativa a la aplicación de las normas sobre ayudas esta-
tales a las medidas relacionadas con la fiscalidad directa de las empresas (DOCE n° C 384, de 
10 de diciembre de 1998). Una exposición monográfica del contenido de dicha comunicación puede 
verse en VISSER, K. J.: <<Commission expresses its views on the relation between state aid and tax 
measures>>, EC Tax Review, n° 4, 1999, pp. 224-228; PINTO, C.: <<EC State Aids and Tax Incentives: A 
U-Turn in Commission Policy? (Part ll)>>, European Taxation, n° 9, 1999, pp. 343-346. 
53. MARTÍN JIMÉNEZ, A. J.: <<El concepto de ayuda de Estado y las normas tributarias: problemas 
de delimitación del ámbito de aplicación del art. 87.1 TCE>>, Noticias de la Unión Europea, n° 196, 
101, p. 82; FANTOZZI, A.: <<The applicability of State Aid Rules to Tax Competition Measures: a Pl'Ocess 
of DeFacto Harmonization in the Tax Field>>, AA. VV.: Tax Competition in Europe, International Bureau 
of Fiscal Documentation, Amsterdam, 2003, p. 125. 
54. Comunicación de la Comisión relativa a la aplicación de las normas sobre ayudas esta-
tales a las medidas relacionadas con lafiscalidad directa de las empresas, apartados 8 a 12. Sobre 
la aplicación en la concreta parcela tributaria de las disposiciones comunitarias en materia de ayudas 
de Estado, consúltese el estudio monográfico de PÉREZ BERNABEU, B.: Ayudas de Estado en la juris-
prudencia comunitaria. Concepto y tratamiento, Tirant Lo Blanch, Valencia, 2008. 
55. Entre otras, sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 15 de marzo de 
1994 (Asunto C-387/92: Banco Exterior de España 1 Ayuntamiento de Valencia), apartado 12; de 1 
de diciembre de 1998 (Asunto C-200/97: Ecotrade Srl 1 Altiforni e Ferriere di Servola Spa), apartado 
34; de 17 de junio de 1999 (Asunto C-295/97: Industrie Aeronautiche e Meccaniche Rinaldo Piaggio 
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este sentido, la Comunicación de la Comisión sobre las ayudas estatales de carác-
ter fiscal refiere las tres vías principales a través de las cuales cabe disminuir la 
tributación final de una empresa: primera, las reducciones de la base imponible 
del impuesto; segunda, las deducciones o bonificaciones fiscales; y, tercera, el 
aplazamiento o la anulación de la deuda tributaria.56 
Por lo que respecta a la necesaria financiación pública del beneficio -el cual 
se materializa en una menor tributación-, la Comisión advierte que toda conce-
sión de un tratamiento impositivo privilegiado conlleva, de suyo, un decrecimien-
to de los ingresos estatales de naturaleza fiscal, lo que equivale a un consumo de 
recursos públicos. Igualmente, resulta irrelevante, según dicha institución comu-
nitaria, que la ayuda de índole tributaria aparezca recogida en una norma jurídi-
ca o simplemente se derive de una decisión o práctica administrativa.57 
Además, la medida tributaria ha de ser selectiva y favorecer exclusivamente 
a empresas concretas, conllevando una ventaja para éstas al reforzar su posición 
en el mercado con respecto a las que no gozan de ese tratamiento fiscal prefe-
1'ente.58 Dicho en otros términos, las ayudas tributarias incompatibles según el 
actual artículo 107 del TFUE se identifican con la figura de la «ventaja fiscal>>: 
aquella medida que, suponiendo una desviación del régimen tributario ordinario 
vigente en un determinado Estado miembro, beneficia de manera selectiva a 
ciertas empresas. La selectividad de una disposición tributaria se verifica, por 
ende, cuando ésta contemple para empresas específicas un tratamiento fiscal 
menos gravoso del generalmente previsto en el Estado miembro en cuestión, 
suponiendo una separación de la disciplina tributaria común.59 
SpA 1 International Factors Italia SpA (Ifitalia), Dornier Luftfahrt GmbH y Ministero de11a Difesa), 
apartado 34; y de 8 de noviembre de 2001 (Asunto C-143/99: Adria-Wien Pipeline GmbH y Wieters-
dorfer & Peggauer Zementwerke GmbH 1 Finanzlandesdirektion für Kilrnten), apartado 38. 
56. Comunicación de la Comisión relativa a la aplicación de las normas sobre ayudas esta-
tales a las medidas relacionadas con la fiscalidad directa de las empresas, apartado 9. 
57. Comunicación de la Comisión relativa a la aplicación de las normas sobre ayudas esta-
tales a las medidas relacionadas con la fiscalidad directa de las empresas, apartado 10. Como 
señala SOLER ROCH, «Una vez más, se pone de manifiesto que el ingreso y el gasto público son dos 
caras de la misma moneda cuando se consideran desde la perspectiva del sacrificio patrimonial para 
la Hacienda Pública: gastar (la salida de fondos) y dejar de ingresar (impedir la entrada de fondos) 
son situaciones conceptualmente idénticas, si se valoran en relación con el principio general de 
Derecho comunitario que prohíbe vulnerar la libre competencia mediante la utilización de fondos 
públicos ( ... ). En definitiva, la disminución de ingresos fiscales es equivalente al consumo de fondos 
estatales a que se refiere el artículo 87.1° TCE•> (SOLER RocH, M.• T.: <<Las medidas fiscales selectivas 
en la jurisprudencia del TJCE sobre ayudas de Estado», Quincena Fiscal, n. 0 14, 2006, p. 15). 
58. Comunicación de la Comisión relativa a la aplicación de las normas sobre ayudas esta-
tales a las medidas relacionadas con la fiscalidad directa de las empresas, apartado 12. 
59. Sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 8 de noviembre de 2001 (Asunto 
C-143/99: Adria-Wien Pipeline GmbH y Wietersdmfer & Peggauer Zementwerke GmbH 1 Finanzlandesdi-
rektion für Kilrnten), apattado 34; y de 11 de noviembre de 2004 (Asunto C-73/03: España 1 Comisión), 
apartado 17. En torno a la selectividad como elemento definitorio de las medidas tributarias incompati-
bles a la luz de la normativa comunitaria sobre ayudas de Estado, véase SOLER ROCH, M.• T.: <<Las 
medidas fiscales selectivas en la jurispmdencia del TJCE sobre ayudas de Estado», op. cit., pp. 13 y ss. 
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De este modo, solamente las medidas fiscales de carácter general -esto es, 
abiertas al conjunto de empresas que operan en el territorio del Estado miem-
bro- quedan fuera del radio de acción de la prohibición comunitaria de ayudas 
estatales.60 Previsión esta última matizada, no obstante, por el denominado cri-
terio de la <<selectividad de jacto>>, de tal manera que una disposición regulado-
ra de un tratamiento tributario beneficioso no restringido, prima facie, a empre-
sas específicas se presume de hecho selectiva cuando la Administración tributaria 
goce de discrecionalidad para su aplicación o se exija normativamente el cum-
plimiento de requisitos que limiten el disfrute del beneficio a ciertas empresas. 61 
Ahora bien, las medidas fiscales que se aparten de la disciplina tributaria común 
y generen una disminución de la carga impositiva para sus destinatarios, no 
reúnen el elemento de la selectividad cuando aparezcan justificadas <<por la natu-
raleza o economía del sistema fiscal>>; es decir, en aquellos casos en que respon-
dan a los principios basilares sobre los que descansa el sistema financiero y 
tributario de ese Estado miembro en particular. 6z 
A fortiori, la medida fiscal debe, para resultar incompatible de acuerdo con 
la normativa sobre ayudas estatales, afectar a la libre competencia y a los inter-
cambios intracomunitarios. Pues bien, ello se producirá, a juicio de la Comisión, 
cuando la empresa perceptora de la ventaja fiscal lleve a cabo una actividad 
económica objeto de comercio y abierta a la competencia en el mercado interior: 
dado que la ayuda fiscal acarrea una mejora del estado financiero de los desti-
natarios, se entiende que aquélla provoca, asimismo, una repercusión en el trá-
fico comercial entre los Estados miembros y en la competencia.63 Por tanto, no 
se precisa una incidencia en el comercio intracomunitario ni un falseamiento de 
la competencia reales y efectivos. 64 
En definitiva, la prohibición de ayudas estatales prevista en el Derecho Comu-
nitario constituye un instrumento jurídico de no poca utilidad para neutralizar la 
competencia fiscal perjudicial en el sector de la imposición empresarial. Así, la 
utilización por la Comisión de la normativa comunitaria sobre ayudas estatales 
60. Comunicación de la Comisión relativa a la aplicación de las normas sobre ayudas esta-
tales a las medidas relacionadas con la fiscalidad directa de las empresas, apartado 13. Véase, 
asimismo, la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 19 de septiembre de 2000 
(Asunto C-156/98: Alemania 1 Comisión), apartado 26. 
61. Comunicación de la Comisión relativa a la aplicación de las normas sobre ayudas esta-
tales a las medidas relacionadas con la fiscalidad directa de las empresas, apartados 13, 21 y 22. 
62. Comunicación de la Comisión relativa a la aplicación de las normas sobre ayudas esta-
tales a las medidas relacionadas con la fiscalidad directa de las empresas, apartado 16. Sobre la 
excepción relativa a la <<naturaleza o economía del sistema fiscal», puede verse, entre otros, SeRóN, 
W.: <<Taxation and State Aid Law in the European Union>>, Common Market Law Review, vol. 36, n. 0 
5/1999, pp. 927 y 929. 
63. Comunicación de la Comisión relativa a la aplicación de las normas sobre ayudas esta-
tales a las medidas relacionadas con la fiscalidad directa de las empresas, apartado 11. Consúl-
tese, igualmente, la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 17 de septiembre de 
1980 (Asunto 730/79: Philip MOl'ris Holland BV 1 Comisión), apartados 11 y 12. 
64. Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 14 de febrero de 1990 (Asunto 
301/87: Francia 1 Comisión), apartados 32 y 33. 
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conlleva, en puridad, una cierta armonización <<por la puerta de atrás>> de los sis-
temas impositivos de los Estados miembros. En efecto, éstos últimos se ven obli-
gados, de hecho, a adaptar su respectiva fiscalidad empresarial a las pautas marca-
das en el <<Sojt law>> de la Comisión, al poder declarar dicha institución la 
incompatibilidad, a la luz del artículo 107 del TFUE, de aquellas medidas tributarias 
que se aparten de tales directrices. 65 Se produce, pues, una especie de <<integración 
negativa>> de la imposición directa a nivel europeo, eludiéndose en cierta forma el 
procedimiento legislativo comunitario y, por tanto, la exigencia de unanimidad 
prevista para la toma de decisiones de naturaleza tributaria por el Consejo.66 
Por último, desde la Unión Europea también se ha pretendido contrarrestar 
el fenómeno de la competencia fiscal perjudicial mediante el fomento de la 
transparencia y del intercambio de información tributaria. Recuérdese, en este 
sentido, que el Código de Conducta sobre fiscalidad de las empresas estableció, 
como factor de reconocimiento de las medidas fiscales perniciosas, la falta de 
transparencia, anudando la misma no sólo a la ausencia de publicidad o claridad 
de la normativa tributaria, sino también a la opacidad informativa en esta mate-
ria. 67 De otro lado, en el propio Código de Conducta se expresaba la necesidad 
de un efectivo intercambio de información relativo a aquellas disposiciones tri-
butarias de los Estados miembros que, a la luz de los criterios expresados en el 
mismo, pudieran tener un carácter pernicioso, al objeto de facilitar su ulterior 
evaluación: <<de conformidad con los principios de transparencia y apertura, los 
Estados miembros se informarán recíprocamente de las medidas fiscales vigentes 
o que se propongan adoptar, que pudieran entrar en el ámbito de aplicación del 
presente Código. En particular, todo Estado miembro deberá facilitar al Estado 
miembro que lo solicite la información relativa a cualquier medida fiscal que 
pudiera entrar en el ámbito de aplicación del Código>>.68 
En esta línea exegética, no puede desconocerse que, en la actualidad, las 
instituciones comunitarias han acabado vinculando <<la buena gobernanza en el 
ámbito fiscal>> con la consecución de los principios de transparencia, intercambio 
de información y competencia leal en materia tributaria. 69 De esta manera, se 
conviene en que un efectivo intercambio de información tributaria resulta abso-
65. NANETTI, F. y MAMELLI, G.: <<The creeping normative role of the EC Commission in the twin-
track struggle against State aids and harmful tax competition», EC Tax Review, n° 4, 2002, pp. 187 
y 188. 
66. FALCÓN Y TELIA, R.: <<La desorbitada expansión del concepto de <<ayudas de Estado>> en la 
práctica reciente de la Comisión: el ejemplo de la decisión de 31 de octubre de 2000, relativa a la 
deducción por actividades de exportación contemplada en el artículo 34 LIS», Quincena Fiscal, n° 
7, 2001, pp. 5 y 6; FANTOZZI, A.: <<The applicability ... », op. cit., p. 131; y MARTÍN ]IMÉNEZ, A. J.: 
Towards Corporate Tax Harmonization in the European Community: an Institutional and Procedural 
Analysis, Kluwer Law International, The Hague-London-New York, 1999, p. 320. 
67. Sobre el criterio de la falta de transparencia de la medida fiscal, véase OSTERWEIL E.: <<The 
OECD and the EU: Two Approaches to Harmful Tax Competition», Tbe EC Tax]ournal, n° 2, 1999, 
pp. 94 y 95 
68. Código de Conducta sobre fiscalidad de las empresas, letra E. 
69. Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo y al Comité Económico y 
Social Europeo: Fomento de la Buena Gobernanza en el Ámbito Fiscal, COM (2009) 201 final, p. 5. 
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lutamente necesario para contrarrestar las prácticas fiscales nocivas, en el ámbi-
to tanto comunitafio como internacional, debiendo implicarse también en este 
escenario cooperativo al mayor número posible de Estados no miembros de la 
Unión Europea. 
Por tanto, en palabras de la propia Comisión, <<[l]os Estados miembros debe-
rían adoptar, asimismo, una estrategia más coordinada respecto a los terceros 
países y que estuviera vinculada a la adhesión de estos últimos a los principios 
de buena gobernanza en el ámbito fiscal. Así por ejemplo, un tercer país que 
respetara estos pfincipios podría ser eliminado de las <<listas negras>> nacionales y, 
de esta forma, no se aplicarían medidas antiabuso frente a sus prácticas fiscales. 
A la inversa, los países que no llevaran a la práctica de forma satisfactofia los 
aspectos fundamentales de la buena gobernanza en el ámbito fiscal aplicados por 
los Estados miembros de la Unión Europea podrían ser objeto de medidas de 
respuesta coordinadas ( ... ). En la actualidad, se está reconociendo que el fomen-
to de la buena gobernanza en el ámbito fiscal, partiendo de una base geográfica 
lo más amplia posible, supone la mejor forma de hacer frente a estos problemas, 
en la medida en que se establece un equilibrio entre la soberanía de cada país en 
materia tributaria y la legítima protección de los ingresos fiscales. Por consiguien-
te, la Unión Europea y sus socios tienen el mayor interés en fomentar la coope-
ración fiscal y la adopción de normas comunes sobre una base geográfica lo más 
amplia posible. Es el momento propicio para que los Estados miembros y los 
terceros países colaboren y fomenten y apoyen la reciente tendencia a una mayor 
aceptación de normas internacionales en el ámbito de la cooperación fiscal>>.7° 
4. A MODO DE BREVE REFLEXIÓN FINAL 
Las acciones emprendidas por la OCDE y la Unión Europea contra la deno-
minada competencia fiscal perjudicial tienen, como finalidad principal, evitar -o, 
al menos, disminuir- la continua erosión de las economías nacionales provoca-
da, en un contexto globalizado, por la deslocalización de la riqueza hacia paraí-
sos fiscales u otros territorios de reducida tfibutación. De este modo, desde 
ambas instancias se ha pretendido configurar un <<escenario fiscal» lo más justo 
y equilibrado posible, en el que los Estados ejerzan su poder tributario de una 
forma leal, coherente y adecuada, sin acudir a pt·ácticas fiscales nocivas que 
atenten contra las restantes economías.· 
En este sentido, el intercambio de información tributaria se reputa como un 
elemento clave en la consecución de ese <fair play» en la esfera fiscal. De hecho, 
en relación con los paraísos fiscales -principal exponente de la competencia 
fiscal perjudicial-, los esfuerzos se han focalizado en intentar que estos territo-
rios asuman determinados estándares mínimos en materia de transparencia e 
70. Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo y al Comité Económico 
y Social Europeo: Fomento de la Buena Gobernanza en el Ámbito Fiscal, COM (2009) 201 final, 
pp. 14 y 15. 
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intercambio de información; los cuales se reconducen, básicamente, a suministrar 
previo requerimiento toda aquella información que pueda resultar de relevancia 
para la correcta aplicación de los sistemas tributarios nacionales, sin que a ello 
pueda oponerse el secreto bancario o la inexistencia de interés alguno, por el 
Estado requerido, de facilitar tal información. 
Cierto es que, tanto a nivel comunitario como internacional, se han logrado 
importantes avances en la contención de la competencia fiscal perjudicial: de un 
lado, la práctica totalidad de las jurisdicciones constitutivas de paraísos fiscales 
han aceptado observar dichos estándares mínimos sobre transparencia e inter-
cambio de información tributaria; y, de otro lado, los Estados con niveles impo-
sitivos normales también han suprimido numerosos regímenes tributarios cata-
logados, como consecuencia de su incidencia en la localización de inversiones 
económicas en sus respectivos territorios, como fiscalmente perniciosos. No obs-
tante, todavía queda mucho camino por recorrer, puesto que el problema de la 
competencia fiscal perjudicial -sobre todo en lo que atañe a los paraísos fisca-
les- sigue requiriendo una respuesta multilateral y coordinada, desde todos los 
ámbitos posibles: OCDE y Unión Europea, pero también G-20, Organización 
Mundial del Comercio u otros organismos internacionales. 
362 
